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PROYECTO DE LEY NÚMERO 289  
DE 2010 CÁMARA

por la cual se autoriza la emisión de la Estampilla 
Pro Universidad Pedagógica Nacional.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Autorízase al Concejo de Bogo-
tá, Distrito Capital, para que expida el acuerdo 
que ordene la emisión, distribución y recaudo 
de la estampilla “Cincuenta años de labor de la 
Universidad Pedagógica Nacional” hasta por la 
suma de doscientos cincuenta mil millones de 
pesos ($250.000.000.000.00). El monto total 
recaudado se establece a precios constantes de 
2010.

Parágrafo. El destino de los recursos se orien-
tará a la construcción de la sede del Proyecto de 
Investigación Valmaría de la Universidad Peda-
gógica Nacional, en Bogotá, D. C.

Artículo 2°. De conformidad con el inciso 2° 
del artículo 338 de la Constitución Política auto-
rízase al Concejo Distrital de Bogotá, D. C., para 
que determine las características, tarifa y todos 
los demás asuntos referentes al uso obligatorio 
de la estampilla, que se pagará únicamente por 
parte los contratistas de estudios de factibilidad, 
diseños, consultorías, contratos e interventorías 
de obra pública que se realicen en el territorio de 
Bogotá, Distrito Capital.

Artículo 3°. La obligación de adherir y anu-
lar la estampilla “Cincuenta años de labor de 
la Universidad Pedagógica Nacional”, queda a 
cargo de los funcionarios del Distrito de Bogotá 
que intervengan en los diferentes actos y hechos 
económicos que sean sujetos de gravamen que 
se autoriza por la presente ley.

Artículo 4°. La tarifa contemplada en esta ley, 
no podrá exceder el dos por ciento (2%), del va-
lor del hecho sujeto al gravamen.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

Bogotá, D. C., mayo 26 de 2010.
Representantes a la Cámara,
Luis Enrique Salas Moisés, Wilson Alfonso 

Borja Díaz.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
“Por la cual se autoriza la emisión de la 

estampilla pro universidad Pedagógica Na-
cional. El proyecto de ley tiene por objeto au-
torizar la emisión de una estampilla por valor 
de doscientos cincuenta mil millones de pesos 
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ampliación de su sede en el norte de la ciudad de 
Bogotá, D. C. (Proyecto Valmaría) que albergará 
los nuevos alumnos de la creciente demanda de 
la Universidad.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO 
DE LEY

El presente proyecto de ley viene antecedido 
del Proyecto de ley número 040 de 2008 Cámara, 
cuya autoría es del Representante Luis Enrique 
Salas Moisés, siendo designados como Ponentes 
para primer debate los honorables Representan-
tes Luis Enrique Salas Moisés (Coordinador) y 
René Garzón Martínez y Carlos Augusto Celis 
Gutiérrez. El proyecto entra a consideración del 
Congreso por cuarta oportunidad habiendo su-
perado en la primera oportunidad (2005-2006) 
los dos (2) debates en el Senado de la República 
y en el actual periodo no alcanzando a ser eva-
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cuado en la Comisión Tercera, razón por la cual 
y dada su importancia, se presenta nuevamente 
para su consideración en respectiva comisión de 
asuntos económicos.

El debate generado alrededor del tema de las 
estampillas ha sido ampliamente desarrollado en 
esta comisión, en mi trabajo legislativo he reite-
rado en varias oportunidades mi posición, hay 
que recordar que durante la legislatura 2003-
2004 presentamos una propuesta debidamente 
sustentada para incorporar una reforma consti-
tucional que regulara el tema de emisión de es-
tampillas, la cual fue archivada por la Comisión 
Primera de Cámara.

Dicha propuesta buscaba estructurar dentro 
del ordenamiento constitucional la emisión de 
�����
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que el Congreso de la República ha venido ha-
ciendo de manera indiscriminada generando una 
serie de obstáculos y desórdenes en la adminis-
tración de los recursos, los cuales reconocemos 
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ción de actividades sociales esenciales como la 
salud, la educación, la construcción de infraes-
tructura, etc.; pero que deben ser regulados.

Por ello recomendamos que no se aprobaran 
nuevos proyectos de estampillas hasta tanto no 
se contará con un marco estructural mediante el 
cual hubiese claridad sobre las estructuras que 
deben contener los proyectos de estampillas y 
los recursos que tienen en este marco de acción 
���	�����������	��
���
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Sin embargo, a la fecha son bastantes los pro-
yectos de ley de estampillas aprobados por este 
Congreso:
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de los Centros de Bienestar del Anciano.
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Arenas Betancur.
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Atlántico.
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Universidad del Tolima”.
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Cesar”.
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y Centro Administrativo Municipal de Popayán
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tioquia de Actuar.
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la Universidad de Cartagena en el Carmen de 
Bolívar.
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Santander.
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Cara al Tercer Siglo de Labor.
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Estampilla Pro Desarrollo de la Universidad 

Surcolombiana, de la Universidad de la Amazo-
nia y de la Universidad Nacional.
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centralización de Servicios Educativos de la 
Universidad de Córdoba.
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sidad Nacional con sede en Manizales y Univer-
sidad Tecnológica de Pereira para Desarrollo del 
Eje Cafetero hacia el Tercer Milenio.
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versitario del Quindío de San Juan de Dios.
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de Nariño.
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partamento de Antioquia.

�	 �����
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gundo Nivel de Atención del Departamento del 
Atlántico.
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Chocó “Diego Luis Córdoba”.
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del Guaviare.
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Norte de Santander.

�	�����
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años construyendo Orinoquia.
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de Cundinamarca.
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José de Caldas 50 años.
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de los Centros de Bienestar del Anciano.
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Magdalena, de Cara al Nuevo Milenio.
DESARROLLO JURISPRUDENCIAL: 

CONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES 
DE AUTORIZACIÓN PARA ESTABLECER 

LAS ESTAMPILLAS
La Corte Constitucional ha tenido la oportu-

nidad de referirse al tema en varias ocasiones, y 
��	
����	 �
����	���	 ������	���	 Q����
��������	
constitucional “estable”. En el caso particular de 
las leyes de la autorización estampillas departa-
mentales, el debate gira alrededor del principio 
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de legalidad del tributo, en cuanto a su concep-
ción, así entonces se trata de la determinación 
del tributo en la norma que lo crea, o por el con-
trario si se agota con la autorización del legisla-
dor a los entes subnacionales para que ellos los 
determinen.

ASPECTOS DOCTRINARIOS
Si bien el origen de las leyes de autorización 

de estampillas departamentales puede ser identi-

����	��	>�������	��	��	&�����������	��������-
dora, este proceso madura y se desarrolla poste-
riormente bajo la vigencia de la Constitución de 
1991. Este escenario podría explicarse de mejor 
manera en el régimen centralista de la Consti-
tución de 1986, donde el legislador tenía una 
competencia exclusiva en el tema tributario, y el 
tema podía ser englobado en las facultades espe-
ciales de las que podía revestir a las asambleas 
departamentales, ya que no había norma especial 
“tributaria” aplicable.

Así es muy contradictorio que se presente 
esta situación en el marco de la Constitución de 
1991, la cual presenta todo un discurso diferente 
en materia de competencias normativas territo-
riales, particularmente en los tributos, por ello, 
el que no sean empleadas de manera pertinente, 
deja mucho que desear del correcto ejercicio del 
poder tributario en el Estado colombiano.

El marco de las leyes de autorización de es-
tampillas departamentales parece ser la gran 
excepción de las facultades impositivas de las 
autoridades territoriales, pues la regla general es 
que el Congreso debe agotar todos y cada uno de 
los elementos de la obligación tributaria y dejar 
un margen de autonomía a la periferia para la 
determinación de las tarifas debido a la incapa-
�����	��	����	��	��	���	�
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cias y recursos que administran, ya sea de origen 
propio o transferido de la Nación.

En un Estado de Derecho, las competencias 
están dadas y las autoridades solo pueden hacer 
lo que se les habilita a realizar en la Constitución 
y la ley (en abrigo de aquella). Si ello es así mal 
puede una ley de manera tan laxa como ocurrió 
con las leyes de autorización de las estampillas.

La Corte Constitucional que sostiene la inexis-
������	��	���	��#������	
�����	������	���	������-
ción amplia en el legislador al permitirle auto-
rizar un tributo sin siquiera señalar los alcances 
de este, y al dejarlos actuar territorialmente sin 
límites del legislador, en verdad se convierten en 
una especie de “cheques en blanco”.

En virtud del principio de legalidad, deben 

Q����	 ���	 ��������	 ���	 ������	 ������������	 ����	
predeterminación del tributo, y eso solo lo pue-
de cumplir quien autoriza, a saber el legislador. 
Considerar que los elementos fundamentales del 
tributo como requisito de validez de la norma 
pueden aparecer en las disposiciones de carác-

ter territorial, sin estar consagrados en la ley de 
autorizaciones implica una contradicción, pues 
��	 �
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estando sometidas a la ley, el reconocer que ellas 
puedan llenar sus vacíos implica darles su mis-
mo valor, y entonces ¿dónde queda la sujeción a 
la ley ordinaria?

El reconocer el ámbito normativo propio e in-
alienable de las entidades territoriales, en cuanto 
al establecimiento de gravámenes en sus respec-
tivos territorios, no puede apoyarse en una teoría 
sin fundamento normativo concreto, como la es 
la de los tributos propios y cedidos, ni tampoco 
partir de la irresponsabilidad del legislador, el 
cual sin competencias asignadas tiene el deber 
de por lo menos determinar el tributo que auto-
riza, además que se restringe al entendimiento 
de la estampilla como tasa, porque aunque su 
�������	 ��	 �������	 �������>������	 �	 ��	 
��	 ��	
contribuyente no necesariamente participa en el 
servicio o función (condición diferenciadora de 
las demás especies de tributos).

En la práctica la emisión de estampillas de 
fomento se ha autorizado mediante una ley ha-
bilitante la que la mayoría de las veces se limita 
a regular aspectos generales para su creación, 
tales como la destinación que se hará de los re-
cursos y a autorizar a la corporación pública que 
��	���������	��	
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la contribución. A su turno, la corporación pú-
blica autorizada deberá proceder a desarrollar el 
tributo, regular su recaudo y la manera en que 
se transferirán los recursos que se obtengan a la 
�������	#���
�������

Vale la pena resaltar, que la aparente discrimi-
nación tributaria que esta clase de contribucio-
nes genera no es verdadera, por cuanto su crea-
ción no infringe el principio de igualdad. Si bien 
es cierto, que se trata de una carga que no habrán 
de sufragar los contribuyentes del orden nacio-
nal ni tampoco los de otros entes territoriales, no 
lo es menos, que precisamente esa carga genera 
��	#���
���	�������	
���	���	������#�������	���	
��	����Q�	�������������	��	��	����������	��	�����	
se expide, recauda y ejecuta, lo que desestima la 
distinción alegada.

EMISIÓN DE ESTAMPILLAS PARA EL 
FOMENTO DE UNIVERSIDADES  

DE ORDEN NACIONAL
Aunque en la práctica la emisión de estam-

pillas se ha dado especialmente a favor de uni-
versidades del orden territorial, facultando a las 
Asambleas Departamentales y a los Concejos 
<�����
����	�	*����������	
���	���	��
���	��	���-
buto y se encarguen de su recaudo y de transferir 
���	��������	�	���	���������	#���
�������	���	����	
clase de contribuciones para el fomento, lo cier-
to es que igualmente pueden establecerse cuan-
do se trate de universidades del orden nacional.
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Por ejemplo, con la expedición de la Ley 426 
de 13 de enero de 1998, se autoriza a las Asam-
bleas Departamentales de Caldas y Risaralda 
para ordenar la emisión de la estampilla Uni-
versidad de Caldas y Universidad Nacional con 
sede en Manizales y Universidad Tecnológica de 
Pereira para desarrollo del Eje Cafetero hacia el 
tercer milenio.

Como se observa se trata de la emisión de es-
tampillas para universidades del orden nacional, 
lo que se hace sencillamente en limitarla en el 
territorio, y en consecuencia, se autoriza a las 
Asambleas Departamentales donde se vaya a 
aplicar la estampilla para que ordenen su emi-
sión e inviertan su producto.

��	��	���	������	����	��+�������	��	��	��
��	
la totalidad de elementos del tributo, pero sí se 
establece cuál es la destinación que deberán to-
mar los dineros que se recauden por concepto 
de la estampilla, los cuáles habrán de ejecutarse 
en el Departamento o Departamentos correspon-
dientes a las Asambleas Departamentales o Con-
cejos Municipales o Distritales que se autoricen 
para su emisión.

Como lo dispone el artículo 2° de la Ley 426 
de 1998, se autoriza a las Asambleas de los De-
partamentos en donde operan las universidades 
���	 �����	 ��������	 #���
�������	 ���	 ��	 ������-
bución, para que determinen las características, 
tarifas y demás asuntos no regulados en la ley, 
relacionados con el uso obligatorio de la estam-
pilla, y las actividades concretas en las cuales 
han de invertirse los recursos que se obtengan. 
Igualmente, se faculta a los Concejos Municipa-
les del respectivo departamento para que previa 
autorización de la Asamblea correspondiente, 
hagan obligatorio el uso de la estampilla.

De tal manera, que queda en competencia de 
las Asambleas Departamentales el uso y recau-
do de la estampilla. Por su parte, la Contraloría 
General del Departamento o de los Municipios, 
según corresponde, ejercerá(n) el control no so-
lamente en el recaudo sino en el traslado efec-
tivo y total de los recursos a las Universidades 
#���
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Además, conviene señalar que las leyes que 
consagran la aplicación del tributo a las entida-
des del orden nacional, prevén, como es apenas 
lógico, que este se produce, para el caso, cuando 
las universidades nacionales “operan” en el res-

����>�	��
���������	#���
������	��	 ��	 ������-
bución.

Así lo señala, la Corte Constitucional, en la 
Sentencia C-538 de 2002:

“... Finalmente, sobre la acusación de que se 
�������	
�
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tributos a entidades del orden nacional, dijo la 
sentencia, que no encuentra que exista un trato 
diferencial y el tributo está circunscrito al ám-

bito territorial. Se explicó así: “[l]as leyes de-
mandadas crean un trato diferencial entre los 
contribuyentes del respectivo ente territorial en 
su condición de sujetos pasivos de la obligación 
tributaria allí establecida, frente a los contribu-
yentes del nivel nacional o de las demás enti-
dades territoriales, pues sólo aquellos deberán 
������
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estampilla. Sin embargo, la Corte no encuen-
tra tal diferenciación arbitraria o irrazonable, 
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posible discriminación tributaria están circuns-
critos a la órbita interna del ente territorial del 
que se trate”.

CONSIDERACIONES ESPECÍFICAS 
AL PROYECTO DE LEY

El proyecto tiene como objetivo crear un me-
�������	 ���	 
������	 �#�����	 ���	 +�����	 ��	 
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nanciación para la sostenibilidad y crecimiento 
de la UNIVERSIDAD PEDAGÓGICA NACIO-
NAL. Para el efecto se autoriza la emisión de 
una estampilla “Prodesarrollo de la Universidad 
Pedagógica Nacional”.

El propósito inicial es ampliar la matrícula a 
unos diez mil alumnos tanto de pregrado como 
de posgrado para lo cual se pretende concluir el 
Proyecto Valmaría, el cual iniciado en 1964 con 
la adquisición del predio no ha podido desarro-
llarse por los limitados recursos que se reciben 
por concepto de transferencias de la Nación, los 
cuales solo alcanzan para cubrir el presupuesto 
normal año tras año, sin poder pensar en ver-
daderas inversiones en construcción física de 
���	 �������������	 �	 ��	 ��>����������	 ������
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Dicho proyecto cuenta, en la actualidad, con la 
aprobación del Departamento Administrativo de 
Planeación Distrital, y con la aceptación Institu-
cional de amplios sectores que intervienen en el 
desarrollo económico y social de la ciudad capi-
tal, lo que le augura un éxito total en su ejecu-
ción y puesta en marcha. Amén de la demanda 
creciente de cupos universitarios desde todos los 
rincones del país por parte de los jóvenes que 
tienen vocación y aptitud de maestros.

Los $250.000.000.000 que se pretenden re-
caudar a través de la Estampilla Universidad Pe-
dagógica Nacional Cincuenta Años, en los próxi-
mos años tienen una alta tasa de retorno social, 
ya que el estudiante de esta Universidad es el 
educador profesional del futuro que conocedor 
de la realidad sociológica del país podrá trans-
mitir un conocimiento coherente con el alma 
nacional, sí, como formar nuevos educadores 
dentro de los principios de diversidad cultural y 
étnica, y de libertad de cátedra consagrados en 
los artículos 7° y 69 de la Constitución Política.

La política educativa, independientemente del 
nivel que se aplique, tiene dos objetos básicos: el 
incremento de la cobertura y el incremento de la 
calidad. La cobertura orientada según sus crite-
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rios de equidad sirve además, para construir una 
sociedad más igualitaria y para romper estruc-
turalmente el círculo de pobreza que caracteri-
za a muy amplios sectores de la población. El 
incremento de la calidad acelera el proceso de 
desarrollo nacional.

Este proyecto fortalece la convicción de que 
solo a través de una buena educación el país 
puede alcanzar niveles de desarrollo que lo en-
caminen en la búsqueda de la competitividad. 
La educación es la variable más importante para 
atender la desigualdad en el ingreso, contribuye 
a la superación de la pobreza, la desigualdad y 
fomenta el crecimiento económico. La educa-
ción debe responder a las necesidades de pro-
ductividad del país, debe adecuarse a los reque-
rimientos de la economía colombiana.

Al país se le reconocen avances en cobertura 
en primaria, pero no pasa lo mismo con la secun-
daria y pregrado. Colombia podrá avanzar efec-
tivamente hacia un verdadero Estado Social de 
Derecho en la medida en que la población tenga 
las mismas oportunidades de acceso a la educa-
ción de calidad.

BENEFICIOS DEL PROYECTO  
VALMARÍA

ASPECTO SOCIAL. Es una respuesta es-
tructural del Estado Colombiano a los estratos 1, 
2 y 3 básicamente, en el entendido de que el 97% 
de los alumnos corresponde a estos estratos, y 
que el proyecto permite ampliar la cobertura y 
oferta educativa.

ASPECTO CULTURAL. El diseño arqui-
tectónico de la Universidad permite desarrollar 
actividades con elementos sociales amplios en 
un ambiente integrador y espacios abiertos a la 
ciudadanía.

ASPECTO URBANO. Una obra de 32 hec-
táreas, contribuye con la creación de un espacio 
creativo, con amplias zonas verdes, zonas depor-
tivas, parques, y mayores espacios recreativos. 
Todo ello trae implicaciones en la mejora de ca-
lidad de vida.

ASPECTO ACADÉMICO. El modelo de 
construcción de intervención como herramienta 
pedagógica crea espacios de desarrollo contem-

������	���	���
�����	�	��	���������	�	��
���
-
cidad pedagógica.

ASPECTO ECONÓMICO. La venta del lote 
de la 127 le brinda al Distrito la posibilidad de 
recibir recursos por el cambio de uso (a comer-
cial y habitacional) de un total de 320 mil m2.

CONCLUSIÓN
El objetivo de estos proyectos es generar re-

������	�	���>{�	��	��	�������	��	�����
�����	�	
�	
de subsanar necesidades propias del desarrollo 
de la labor educativa, cobertura, infraestructura, 
investigación, etc.

El sistema de asignación de recursos por parte 
del Estado para la educación universidad pública 
en Colombia no reconoce los esfuerzos de las 
instituciones orientadas a fomentar la cobertura 
o la calidad.

De esta forma, la gestión de los rectores no 
se evalúa por grupos de investigación, progra-
mas acreditados, convenios internacionales, 
aumento de la cobertura o mejoramiento de las 
condiciones profesorales, por citar algunos as-
pectos académicos, sino por su habilidad para 
^�+����	 ��	 ���	 ���
�������	 
����������	 
���	
convertir deudas en amnistías a los morosos, 
en negociar convenciones sindicales y en hacer 
��	��
������	��##�	����	!���������	��������	�	
��	<���������	��	k�������	
���	�#�����	�����+�-
rencias adicionales.

Lar transferencias del Estado no se hacen por 
igual. No existe un indicador único que permita 
��
���	���	������	��#�	
�����������	���������-
te cada estudiante en cada universidad. Tener 
���	�	�����	�����������	��	�����
��	������	���	
más o menos transferencias del Estado.

Es normal encontrar alusiones a la privatiza-
ción como desarrollo de la política neoliberal en 
los países de América Latina. Colombia en parti-
cular es un país en el que los sucesivos gobiernos 
han implementado estas políticas exitosamente, 
reduciendo el Estado, vulnerando los derechos 
económicos y sociales de los ciudadanos, acom-
pañándose de una táctica represiva que combina 
la acción legal de los organismos de seguridad 
�
������	�	��	������	��	���	���
��	
�������������	
que pretenden detener cualquier brote de incon-
formismo con la aplicación de esta política eco-
nómica y social neoliberal.

En su afán de buscar mayores ganancias el 
capital busca convertir en negocio la absoluta 
totalidad de las necesidades de los ciudadanos. 
Por tal motivo en Colombia hemos asistido a la 
privatización de las empresas Estatales de los 
sectores estratégicos como las comunicaciones 
y lo energético, hasta llegar a la privatización de 
la salud, los servicios públicos y la educación, 
cuestiones básicas que los colombianos deben 
necesariamente cubrir, lo que convierte estos 
derechos (tal como se denominaba antes) en un 
negocio con ganancias aseguradas para el sector 

���������

La Universidad pública y la educación supe-
rior en general es uno de estos antiguos derechos 
que están en la mira de la política neoliberal.

La discusión central de estos proyectos de ley 
es la de aprobar o no la emisión de estampillas a 
lo cual debo decir que existen tas necesidades, y 
que en pro del desarrollo social es necesaria su 
aprobación, aun cuando no exista la regulación 
necesaria para este tipo trámites, (es imperati-
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vo regular el tema por eso llamo nuevamente la 
atención sobre mi propuesta inicial).

!��	}�����	��	
������	/����	���	��������	���	
respecto a la necesidad de tomar medidas por 
parte del ministerio del ramo, porque lo que aquí 
��	�#���>�	��	���	������	��	�{
���	��	��������	�	
��	�>��������	���	���
����	�	���	
���^��	�������-
riales y de la capacidad para seguir subsanando 
la falta de recursos a través de estampillas.

Representantes a la Cámara,
Luis Enrique Salas Moisés, Wilson Alfonso 

Borja Díaz.
CAMARA DE REPRESENTANTES

Secretaría General
El día 27 de mayo del año 2010 ha sido pre-

sentado en este Despacho el Proyecto de ley 
número 289 de 2010 Cámara, con su correspon-
diente exposición de motivos, por los honora-
bles Representantes, Luis Enrique Salas Moisés, 
Wilson Alfonso Borja Díaz.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 290  

DE 2010 CÁMARA
���

�
���
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�
�	�
���
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�����
�	
�����

a las conductas punibles que atentan contra los 
bienes jurídicamente protegidos de los defensores  

de Derechos Humanos.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el inciso 2° del ar-

tículo 83 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así:

“El término de prescripción para las conduc-
tas punibles de genocidio, desaparición forzada, 
tortura, homicidio de miembro de una organiza-
ción sindical legalmente reconocida, homicidio 
de ��+�����	��	*����/��	k������ y desplaza-
miento forzado, será de treinta (30) años”.

Artículo 2°. Modifíquese el numeral 10 del 
artículo 104 de la Ley 599 de 2000, el cual que-
dará así:

“10. Si se comete en persona que sea o haya 
sido servidor público, periodista, juez de paz, 
��+�����	 ��	 *����/��	 k������� miembro de 
una organización sindical legalmente reconoci-
da, político o religioso en razón de ello”.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 11 del 
artículo 170 de la Ley 599 de 2000, el cual que-
dará así:

“11. Si se comete en persona que sea o haya 
sido periodista, dirigente comunitario, defensor 
��	*����/��	k������, miembro de una organi-
zación sindical legalmente reconocida, política, 
étnica o religiosa o en razón de ello”.

Artículo 4°. Modifíquese el inciso 2° del  
artículo 347 de la Ley 599 de 2000, el cual que-
dará así:

“Si la amenaza o intimidación recayere sobre 
un miembro de una organización sindical legal-
mente reconocida, un ��+�����	��	*����/��	k�-
manos, o en un servidor público perteneciente a 
la Rama Judicial o al Ministerio Público o sus 
familiares, en razón o con ocasión al cargo o 
función que desempeñe, la pena se aumentará en 
una tercera parte”.

Artículo 5°. Vigencia y derogatoria. La pre-
sente ley rige a partir de la fecha de su sanción y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

El Ministro del Interior y de Justicia,
Fabio Valencia Cossio.

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Jaime Bermúdez Merizalde.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley 1309 de 2009 el Gobierno Nacional 

adoptó medidas para contrarrestar la comisión 
de conductas punibles contra quien atente o in-
tente atentar contra la vida, la integridad perso-
nal y los derechos de reunión y asociación de 
los miembros de una organización sindical le-
galmente reconocida en Colombia, agravando 
las penas para estos delitos. Teniendo en cuenta, 
que no obstante el Gobierno Nacional viene ha-
ciendo un esfuerzo sin precedentes en la protec-
ción a la vida e integridad de los defensores de 
*����/��	 k�������	 �����	 �+������	 �����������	
de riesgo que hacen necesario incluirlos en esta 
normatividad, pues con su invaluable trabajo 
coadyuvan con el Estado en el cumplimiento de 
sus obligaciones de garantía, promoción y pro-
tección de los derechos fundamentales.

Como es de conocimiento público los defen-
�����	 ��	 *����/��	 k������	 ��	 ����������	 ��	
una especial situación de vulnerabilidad, debido 
al tipo de tareas y actividades que desempeñan, 
lo cual los hace objeto de especial atención y 
protección por las autoridades competentes, si-
tuación que ha sido reconocida por diferentes 
organismos, instrumentos y normativas interna-
cionales que protegen la actividad realizada por 
estos.

La Organización Internacional del Trabajo, 
OIT, para Colombia, se ha pronunciado sobre 
la adopción de medidas que apunten a erradi-
car cualquier acto de lesa humanidad, dirigido 
contra los miembros de las organizaciones sin-
��������	 ��+�������	 ��	 *����/��	 k�������	 ��	
protección a la vida, integridad personal y los 
derechos de reunión y asociación.

Colombia siempre ha buscado que en armo-
���	���	���	
���������	��
�����	��	���	��������	
internacionales, la Constitución Política y demás 
normas que le sean concordantes y aplicables, 
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así como con los lineamientos de la política crimi-
nal y de seguridad democrática, se garantice que la 
actividad de los defensores sea ejercida de manera 
liberal sin ninguna clase de presión ni coacción.

El Estado está obligado a otorgar y desplegar 
acciones positivas para asegurar la protección es-

�����	��	 ���	��+�������	��	*����/��	k�������	
por cuanto las relaciones entre el Estado y los 
��+�������	��	*����/��	k������	��#��	�������-
������	������	��	��	�����	
���
��	��	 ���
���	�	
deferencia, que permita lograr un mayor grado de 
entendimiento y el reconocimiento del pluralismo 
�	��	 �����������	�	
�	��	�������^��	��	������	��	

���������	�	
��������	��	���	*����/��	k���-
nos, evitando cualquier tipo de actividad que pue-
da ampliar su grado de exposición a riesgos ex-
��������������	
���	����	
�	���	�����������	��#��	
contribuir a garantizar su seguridad por medio de 
acciones positivas de protección, contrarrestando 
a toda costa las amenazas que puedan aumentar el 
campo de exposición al riesgo.

No se puede desconocer que la amenaza 
constituye un medio de coacción e intimidación 
al libre ejercicio de la profesión, en detrimento 
de la loable labor de defender y promover los 
*����/��	k�������	�����������	����	���	��-
nifestación del derecho a la participación ciuda-
dana, por cuanto la interlocución entre las perso-
���	���	��
�����	����	���������	��	�����/��	�	
el Estado es fundamental dentro del proceso de 
construcción del debate democrático, y cierta-
mente permite aumentar la capacidad de los ciu-
dadanos para participar en los procesos de toma 
de decisiones en materia de políticas públicas.

Sobre el tema la honorable Corte Constitucio-
nal ha precisado1:

A similitud de lo que ocurre con el caso de las 
asociaciones sindicales, la Sala reconoce que en 
ciertos casos, como en el de las organizaciones 
no gubernamentales dedicadas a la promoción 
y defensa de los Derechos Humanos, los repre-
sentantes legales de dichas entidades pueden 
asumir la defensa no sólo de los intereses co-
lectivos de la persona jurídica, sino también de 
los derechos fundamentales personales de sus 
miembros y aún de sus empleados o servidores, 
cuando la vulneración de estos últimos dere-
chos, en la situación concreta sujeta a examen, 
devenga tanto de su nexo con la organización no 
gubernamental, como de la actividad relaciona-
da con la protección de derechos fundamentales 
que la misma desarrolla. A la anterior conclu-
sión llega partiendo de la base de la protección 
reforzada que debe dispensarse a la actividad de 
los defensores de Derechos Humanos, debida a 
la especial situación de riesgo que afrontan, se-
gún ha sido reconocido por la jurisprudencia de 
esta Corporación y por diferentes organismos, 
1 Sentencia T-1191 de 25 de noviembre de 2004. M.P. 

Marco Gerardo Monroy Cabra.

instrumentos y normativas internacionales que 
protegen la actividad realizada por los defenso-
res de Derechos Humanos”.

En los anteriores términos y por las razones 
expuestas, presentamos a consideración del ho-
norable Congreso de la República el presente 
proyecto de ley.

El Ministro del Interior y de Justicia,
Fabio Valencia Cossio.

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Jaime Bermúdez Merizalde.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
Secretaría General

El día 28 de mayo del año 2010 ha sido presen-
tado en este despacho el Proyecto de ley número 
290 de 2010 Cámara, con su correspondiente ex-
posición de motivos, por el Ministro del Interior y 
de Justicia Fabio Valencia Cossio, y el Ministro de 
Relaciones Exteriores Jaime Bermúdez Merizalde. 

El Secretario General,
(Firma ilegible).

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 291 

DE 2010 CÁMARA
por la cual se establece el régimen de protec-
ción de los usuarios del servicio de transporte 
�������
�	
	����
	�	

�
�����
�	

!	"	����
�	


Usuario del Transporte Masivo y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
T Í T U L O  I

PRINCIPIOS GENERALES
Artículo 1°. Objeto. Esta ley establece el régimen 

de protección de los usuarios de los Sistemas de 
~����
����	<���>��	����	��	
����	���	*�+�����	���	
"������	���	~����
����	<���>�	�	��
��	���	����-
nismos de participación de los usuarios del servicio.

Las normas aquí previstas se aplicarán sin 
menoscabo de las funciones y derechos consa-
grados en otras disposiciones sobre la materia.

Artículo 2°. Fines del Estado. El Estado tiene 
la obligación de garantizar la adecuada presta-
ción del servicio de transporte público masivo 

���	���	����������	
����

1. Mejorar las condiciones de vida de la po-
blación, mediante un sistema de transporte pú-
#����	����>�	�����	�	�
�������

2. Asegurar que los sistemas de transporte 
masivo cumplan su función social, a la cual es 
inherente un comportamiento ecológicamente 
responsable, que minimice los daños ambienta-
les que puedan producirse por su operación.

3. Establecer tarifas asequibles a toda la po-
blación, que consulten la capacidad de pago de 
los grupos más vulnerables, como son las per-
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sonas de menores ingresos, disminuidos físicos, 
adultos mayores y los menores en edad escolar.

4. Incrementar la competitividad de las ciu-
dades, disminuyendo el tiempo del trayecto y la 
congestión en las calles.

5. Incluir distintas entidades territoriales en 
sistemas integrados de transporte.

6. Garantizar el derecho a presentar peticio-
nes y quejas contra las empresas de transporte 
masivo.

Artículo 3°. !	�������	�. Para los efectos de 
esta ley, deben entenderse como:

Empresa gestora: Es la entidad pública con-
tratante de una concesión, quien en virtud del 
contrato otorga a una persona llamada concesio-
nario la prestación, operación, explotación, or-
ganización o gestión, total o parcial, del servicio 
de transporte masivo, y/o la explotación o con-
servación total o parcial, así como todas aquellas 
actividades necesarias para la adecuada presta-
ción o funcionamiento del servicio de transporte 
masivo por cuenta y riesgo del concesionario y 
bajo la vigilancia y control de la entidad conce-
dente, a cambio de una remuneración que puede 
consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, 
o en la participación que se le otorgue en la ex-
plotación del bien, o en una suma periódica, úni-
ca o porcentual y, en general, en cualquier otra 
modalidad de contraprestación que las partes 
acuerden.

Frecuencia: Es la tasa de paso de vehículos 
en una unidad de tiempo de un servicio deter-
minado.

Operador del servicio: Es la organización de 
personas, bienes, equipos y medios de produc-
ción, bajo la responsabilidad del Concesiona-
����	 ���	 �����	 ����	 
�������	 ��	 
���������	 ��	
servicios de transporte para apoyar la actividad  
de operación troncal del sistema de transporte 
masivo.

Ruta: Secuencia de paradas que deben efec-
tuar los autobuses según las rutinas de servicio 
diseñadas por las empresas gestoras.

Sistema de Transporte Masivo: El servicio 
que se presta a través de una combinación orga-
nizada de infraestructura y equipos, en un siste-
ma que cubre un alto volumen de pasajeros y da 
���
�����	�	��	
�������Q�	�����
����>�	��	����-
sidades de movilización.

Troncal: Vía principal integrante del Sistema 
de Transporte Masivo, dotada de infraestructura 
��#���	��
�����	�	��
���
��	
���	��	�����������	
de los vehículos troncales del Sistema, para el 
acceso, embarque y desembarque de pasajeros, 
y para el recaudo del valor de los pasajes por el 
uso del Sistema Transporte Masivo.

Usuario: Cualquier persona natural que uti-
liza o puede utilizar un sistema de transporte  
masivo.

Artículo 4°. Coordinación Institucional. Bajo 
los principios de participación, transparencia y 
armonía institucional, las autoridades coordina-
���	���	+��������	���	��	
�	��	��Q����	��	����`�	
de los sistemas, las rutas, la defensa y partici-
pación de los usuarios, el valor de las tarifas, la 
seguridad y la protección del ambiente, en aras 
��	��������	��	
���������	�
������	�	���	�������	
del servicio, al menor costo posible.

T Í T U L O  II
*�=�&k�W	�	*���=�W	*�	K�W	"W"H=\�W

CAPÍTULO I
Derechos de los usuarios

Artículo 5°. Derechos de los usuarios. Los 
usuarios de los sistemas de transporte masivo 
tendrán los siguientes derechos:

1. Ser transportados para el trayecto previs-
to, en forma oportuna y en condiciones dignas 
y seguras.

2. Recibir información y capacitación sobre 
la manera de usar correctamente el sistema.

3. Participar como accionistas en las empre-
sas operadoras del sistema.

4. Participar en las veedurías ciudadanas que 
vigilen que la adjudicación, celebración, ejecu-
ción, terminación y liquidación de los contratos, 
���	����	��	
����������	���	��������	��	�������	
a las Leyes 850 de 2003 y 134 de 1994.

5. Presentar quejas y peticiones a las empre-
sas de transporte masivo del país.

6. Estar protegidos contra los riesgos que 
puedan afectar su salud o seguridad.

7. Recibir indemnización o reparación de los 
daños y perjuicios sufridos.

8. Conformar ligas o asociaciones de usuarios 
de acuerdo con lo establecido en la ley.

9. Participar en el procedimiento de elabora-
ción de las disposiciones generales que les afec-
tan directamente y la representación de sus inte-
reses, directamente o por medio de las asociacio-
nes, agrupaciones o confederaciones de usuarios 
legalmente constituidas.

Artículo 6º. Acceso de personas discapacita-
das, de la tercera edad, mujeres embarazadas y 
niños. En las estaciones del sistema, los funcio-
narios deberán facilitar el acceso a los buses a 
las personas discapacitadas, de la tercera edad, 
las mujeres embarazadas y los niños. En los por-
tales del sistema se habilitarán lugares de acceso 
especiales para los discapacitados.

Artículo 7º. Ayudas audiovisuales. Los buses 
que presten el servicio deberán tener sistemas 
sonoros y visuales para informar a los pasajeros 
sobre su destino, la siguiente estación de parada, 
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las estaciones que no se encuentren habilitadas y 
cualquier circunstancia que afecte la operación 
del servicio.

CAPÍTULO II
Deberes de los usuarios

Artículo 8°. Deberes de los usuarios. Los 
usuarios del sistema de transporte masivo del 
país tienen los siguientes deberes:

1. Pagar la tarifa establecida para el ingreso al 
sistema.

2. Comportarse adecuadamente una vez in-
grese a las rampas, estaciones, puestos de servi-
cio y buses articulados.

3. Ser solidario con las personas que se hallan 
en estado de discapacidad, mujeres embarazadas 
y niños.

4. Velar por el ambiente sano, para lo cual se 
abstendrá de arrojar basuras en lugares diferen-
tes a los recipientes habilitados para ello.

5. Contribuir a la seguridad del sistema, para 
lo cual deberán estar vigilantes e informar de in-
mediato a las autoridades todo hecho sospechoso.

T Í T U L O  III
OBLIGACIONES DE LAS EMPRESAS
Artículo 9°. Operadores. Las empresas ope-

radoras del servicio de transporte a través de un 
sistema de Transporte Masivo están obligadas a:

1. Garantizar la prestación del servicio públi-
co de transporte masivo de pasajeros bajo pará-
metros de calidad, libertad de acceso, seguridad 
y continuidad.

��	@������^��	��	����������	��	#����	��
����-
tes para la adecuada prestación del servicio.

3. Cumplir a cabalidad con los contratos sus-
critos con los municipios, los distritos, o la res-
pectiva entidad concedente.

4. Adquirir y mantener los buses y equipos ne-
cesarios para la adecuada prestación del servicio.

5. Contratar de acuerdo con la legislación la-
boral del país, el personal necesario para el ade-
cuado funcionamiento del sistema.

6. Adquirir las licencias, seguros y pólizas que 
sean necesarias de acuerdo con la legislación vi-
gente para la prestación del servicio público.

7. Permitir la supervisión y vigilancia por 
parte de los entes de control, la entidad conce-
dente, las asociaciones de usuarios y veedurías 
legalmente constituidas.

8. Cumplir con la legislación ambiental vi-
gente.

Parágrafo. Las empresas están obligadas a 
cumplir con lo anteriormente expresado, sin 
perjuicio de las disposiciones estipuladas en los 
contratos de concesión.

Artículo 10. Gestores. Las empresas gestoras, 
como responsables del adecuado funcionamien-

to de los sistemas de transporte masivo tendrán 
las siguientes obligaciones:

1. Adelantar la adecuada planeación, control 
y gestión del sistema de transporte masivo, bajo 
el principio de participación.

2. Establecer los adecuados mecanismos de 
información y participación sobre temas de inte-
rés para los usuarios del sistema.

3. Dotar a los operadores de la infraestructura 
necesaria, de acuerdo con los contratos estableci-
dos, para el adecuado funcionamiento del sistema.

4. Cumplir y exigir el cumplimiento de los 
contratos de concesión establecidos.

5. Fijar tarifas preferenciales para estudiantes, 
personas de la tercera edad, discapacitados y de 
acuerdo con el número de viajes por los cuales 
se compra la boleta de entrada.

6. Garantizar la construcción de una adecuada 
infraestructura que favorezca el ingreso de perso-
nas discapacitadas al sistema de transporte masivo.

7. Establecer un sistema adecuado de alarmas 
necesario para garantizar la seguridad de los 
usuarios del sistema.

8. Establecer en cada estación y portal un sis-
tema de información donde aparezcan las rutas, 
su horario, su periodicidad y el tiempo restante 
para la llegada de cada bus.

9. Instalar un sistema de intercomunicación para 
servicios de emergencia y recepción de reclamos.

10. Establecer rutas especiales para personas in-
videntes, que tengan mecanismos de apoyo especia-
les para que estos usuarios puedan utilizar el servicio 
en condiciones semejantes a las demás personas.

Artículo 11. Buses articulados. En los contra-
���	��	���������	�	���	����
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pactarse cláusulas que permitan la repotenciali-
zación de los buses utilizados en el Sistema de 
Transporte Masivo o su utilización con más de 
diez años de fabricación.

Artículo 12. Fondo de solidaridad. En desa-
rrollo del principio de transparencia, debe ha-
cerse pública la información relacionada con las 
multas impuestas a los operadores ya sea por las 
empresas gestoras o por las autoridades de trán-
sito debidamente constituidas, de acuerdo con lo 
establecido en los contratos de concesión.

El valor de las multas se destinará a un fondo 
especial para subsidiar el servicio a las personas 
de menores ingresos, la tercera edad, estudiantes 
y otros grupos especiales, según determine la au-
toridad concedente.

T Í T U L O  IV
MECANISMOS DE PROTECCIÓN

CAPÍTULO I
Control ciudadano

Artículo 13. Rendición de cuentas. La em-
presa gestora deberá organizar, por lo menos en 



Página 10 Martes, 1° de junio de 2010 GACETA DEL CONGRESO  275

el primer trimestre de cada año, una audiencia 
pública de rendición de cuentas, en la cual el 
Defensor del Usuario y los representantes de los 
comités de usuarios tendrán en primer lugar el 
derecho al uso de la palabra.

Artículo 14. Control ciudadano. Las autori-
dades distritales o municipales, directamente 
o en colaboración con los comités de usuarios, 
debidamente establecidos, organizarán en el 
ámbito de sus competencias, campañas o actua-
ciones programadas de control de calidad y de 
seguimiento a los sistemas de transporte público 
masivo.

La entidad gestora deberá realizar periódica-
mente encuestas de satisfacción entre los usua-
����	���	���>�����	
���	���	
�	��#���	�������^��	��	
objetividad de las mismas y la publicidad de los 
resultados.

CAPÍTULO II
Comités de usuarios

Artículo 15. Conformación. Los usuarios 
podrán crear comités, de acuerdo con la Ley, 
los cuales deberán ser escuchados y tenidos en 
cuenta tanto por el Defensor del Usuario como 
por las empresas tanto operadoras como gestoras 
a la hora de tomar determinaciones referentes al 
costo, las rutas, las frecuencias y demás aspectos 
que puedan afectar a los usuarios.

Los municipios y distritos deberán apoyar y 
fomentar la conformación de estos comités.

Los Comités estarán integrados por un mí-
nimo de 500 personas. Para ser miembro de un 
Comité se requiere ser mayor de edad, estar do-
miciliado en el respectivo municipio y presentar 
tarjeta de uso del servicio masivo de pasajeros.

Artículo 16. Registro. La entidad Gestora y 
el Defensor del Usuario llevarán el registro de 
los comités de usuarios debidamente constitui-
dos. Cada usuario sólo podrá inscribirse en un 
comité. La validez de la inscripción se perderá si 
el usuario deja de asistir al 20% de las reuniones 
programadas.

CAPÍTULO III
El Defensor del Usuario del Sistema  

de Transporte Masivo
Artículo 17. Funciones del Defensor del 

Usuario del Transporte Masivo. El Defensor 
del usuario deberá propender por una adecuada 
prestación del servicio por parte de las empresas, 
protegiendo los derechos de los usuarios y ga-
rantizando la adecuada respuesta por parte de las 
empresas a las quejas que se presenten.

Artículo 18. Obligaciones:
1. Participar en las audiencias en las que se 

discuta la tarifa al usuario.
��	 !������
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frecuencias y las rutas.

3. Presentar alternativas para facilitar la solu-
ción de las quejas constantes, así como las dife-
rentes problemáticas.

4. Presentar recomendaciones para mejorar la 
prestación del servicio.

5. Denunciar las irregularidades que se pre-
senten en la prestación del servicio o sobre el 
cumplimiento de las concesiones.

Artículo 19. Designación y calidades del De-
fensor del Usuario. Para ser designado como 
Defensor del Usuario se requiere ser mayor de 
edad, profesional universitario y ser miembro 
activo de un Comité de Usuarios.

El defensor del usuario no podrá tener vincu-
lación laboral, comercial ni profesional, por sí o 
por interpuesta persona, con la entidad gestora o 
con las empresas operadoras del servicio.

El Defensor del Usuario del transporte masi-
vo será elegido por un periodo de tres años por 
los usuarios de los diferentes sistemas y podrá 
ser reelegible por una vez de forma consecutiva.

La empresa gestora del sistema de Transporte 
Masivo está obligada a destinar y administrar los 
recursos necesarios para el adecuado funciona-
miento del sistema del Defensor del Usuario.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamenta-
rá en un plazo no mayor a 6 meses después de la 
expedición de la presente ley, la forma en la cual 
se llevará a cabo la elección.

Artículo 20. Inhabilidades e incompatibili-
dades del Defensor del Usuario. No podrá ser 
elegido como defensor de los usuarios aquella 
persona que:

_�	k���	����	���������	
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con pena privativa de la libertad, excepto cuando 
se trate de delitos políticos o culposos, salvo que 
estos últimos hayan afectado la administración 
pública.

2. Se halle en interdicción judicial, inhabilita-
do por una sanción disciplinaria o penal, suspen-
dido en el ejercicio de su profesión o excluido 
de esta.

3. Quien de conformidad con la ley haya sido 
declarado incapaz para el ejercicio de funciones 
públicas.

4. Quienes dentro del año inmediatamente an-
terior sea o haya sido representante legal, accio-
nista, miembro de juntas o consejos directivos, 
funcionario o empleado en cargos de dirección y 
���
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colectivo o masivo. Esta inhabilidad se extien-
de a los cónyuges o compañeros permanentes 
de tales personas, sus parientes dentro del tercer 
�����	��	���������������	�������	��	�
�����	�	
único civil.

5. Quien dentro del año inmediatamente ante-
rior se haya desempeñado como empleado o di-
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rectivo de las empresas gestoras de los sistemas 
de transporte masivo.

6. Quien posea acciones o cuotas de interés en 
una empresa operadora del servicio por más de 
10 smlmv, antes de transcurrir un año de termi-
nada su relación con la empresa, ni los cónyuges 
o compañeros permanentes de tales personas, ni 
sus parientes dentro del tercer grado de consan-
���������	�������	��	�
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Artículo 21. Cesación. El defensor del usuario 
cesará en el ejercicio de sus funciones cuando:

1. Se le determine incapacidad legal sobrevi-
viente.

2. Por renuncia debidamente aceptada por la 
entidad gestora.

��	W�	������	�������	��	
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de un delito o sanción penal o disciplinaria que 
imponga inhabilidad para el ejercicio de funcio-
nes públicas.

4. Vencimiento del periodo.
Artículo 22. Vigencia. La presente ley rige a 

partir de su publicación y deroga todas las nor-
mas que le sean contrarias.

Del honorable Representante,
Juan Manuel Hernández Bohórquez.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes
A lo largo del mundo entero se vienen crean-

do sistemas de defensa para los usuarios de di-
ferentes servicios públicos, los cuales buscan 
especialmente proteger a los usuarios y consu-
midores de los posibles abusos realizados por 
las empresas a cargo de las cuales se prestan los 
diferentes servicios públicos; pero la defensa de 
los usuarios no se limita solo a los servicios pú-
blicos sino también a los sistemas de transporte y 
la venta de productos a diferentes consumidores.

Inicialmente, la defensa de los usuarios se 
centró en la defensa de los consumidores frente 
a los posibles perjuicios provocados por los dis-
tribuidores de diferentes productos comerciales 
como alimentos. Posteriormente, con la llegada 
de las privatizaciones y la ola de concesiones 
para administrar y prestar los diferentes servi-
cios que antes prestaba el Estado, se vio la ne-
cesidad de crear mecanismos de protección, con 
objeto de corregir, al menos de forma marginal, 
la situación de desequilibrio generada a partir 
de la posición de la empresa frente al usuario. 
En lo referente a defensores del usuario en los 
Sistemas de Transporte, es España uno de los 

�������	��	�����	���/�	�
����	
���	 ��	��������	
de controversias y para la atención de los ciuda-
danos en el Metro de Madrid, de igual forma, en 
Santiago de Chile y como producto de los pro-
blemas en la entrada en funcionamiento de Tran-
Santiago, el ejecutivo de dicho país se encuentra 

preparando la creación del defensor de usuario 
del transporte.

Lo anterior en el marco de las directrices 
para la protección del usuario establecidas por 
la Organización de Naciones Unidas en su Re-
solución 39/248 de 1985, la cual hace especial 
énfasis en países en vía de desarrollo como el 
nuestro, al reconocer que los consumidores 
afrontan a menudo desequilibrios en cuanto a 
capacidad económica, nivel de educación y po-
der de negociación, entendiendo a su vez que los 
consumidores deben tener el derecho de acceso 
a productos que no sean peligrosos, así como el 
de promover un desarrollo económico y social 
justo, equitativo y sostenido. De esta manera, se 
busca mediante dicha resolución que los países 
miembros garanticen la seguridad física de los 
consumidores de bienes y servicios; la promo-
ción y protección de los intereses económicos de 
los consumidores; las normas para la seguridad 
y calidad de los servicios y bienes de consumo; 
los sistemas de distribución de servicios y bienes 
de consumo esenciales; las medidas que permi-
ten a los consumidores obtener compensación; 
los programas de educación e información; las 
medidas relativas a esferas concretas; y la Co-
operación Internacional.

Los defensores de los usuarios en Colombia
En Colombia, el sistema de defensa del usua-

����	��	/�	������	��
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comunicación y a los consumidores de produc-
tos básicos; solo recientemente se han empeza-
do a implementar sistemas de defensa relativos 
a los servicios públicos domiciliarios, pero así 
como hasta el momento se ha buscado limitar los 
excesos por parte de dichas empresas, es necesa-
rio comenzar a regular y evitar los posibles abu-
sos de las empresas prestadoras de otro servicio 
público como lo es el de Transporte, más aún la 
llegada a gran escala de sistemas de transporte 
masivo en las ciudades más importantes del país.

TransMilenio sirve como ejemplo de la nece-
sidad del defensor del usuario, al ser ejemplo de 
desarrollo de sistemas de transporte masivo en 
Colombia. Luego de los problemas presentados 
en la construcción del Metro de Medellín, las ad-
ministraciones municipales optaron por buscar 
nuevas formas de transporte masivo, más econó-
micas y que se ajustaran más a las necesidades 
de las ciudades. El pionero de estos nuevos sis-
temas de transporte en el país fue TransMilenio 
S. A. el cual se puede describir como un sistema 
de transporte masivo urbano que opera en for-
ma privada buses articulados de alta capacidad 
y circulan por carriles segregados exclusivos en 
corredores troncales, los cuales se integran a un 
sistema de rutas alimentadoras que cubren servi-
cios circulares periféricos con buses de capaci-
���	������	W�	�����
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plo de los BRT que han tenido un mayor desarro-
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llo en América Latina por los reducidos costos 
de construcción si se compara con los costos de 
los metros, de esta manera, los BRT comienzan 
a desarrollarse en la década de los 70 al ser una 
opción económicamente viable frente a los siste-
mas basados en rieles.

Este sistema se volvió ejemplo para el país y 
para diferentes ciudades del mundo llevando a 
que en la actualidad se estén desarrollando sis-
temas similares en las principales ciudades del 
país, como por ejemplo Medellín, Cali, Bucara-
manga (área metropolitana incluida), Cartagena, 
entre otras. Si bien TransMilenio S.A. fue un 
ejemplo y ha sido positivo para la ciudad de Bo-
gotá, su buena imagen ha venido decayendo y se 
han comenzado a detectar ciertas fallas y proble-
mas que se pueden resumir en los siguientes: so-
brecupo, demoras, seguridad y costos. Para ilus-
trar lo anterior bástenos el ejemplo de los costos. 
k��	 ��	 ���	 ���	 #��������	 
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TransMilenio que en los otros servicios públicos 
de transporte; en seis años la tarifa de TransMi-
lenio pasó de $800 a $1.500, lo cual implica un 
aumento cercano al 50%, lo que evidentemente 
viola aquel principio que sujeta el incremento de 
���	
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último, el pasaje en TransMilenio es uno de los 
más costosos de la región.

En virtud de lo expuesto, pongo en conside-
ración del honorable Congreso de la República 

esta iniciativa legislativa, sin duda necesaria 
para el país.

Del honorable Representante,
Juan Manuel Hernández Bohórquez.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
Secretaría General

El día 31 de mayo del año 2010 ha sido pre-
sentado en este despacho el Proyecto de ley nú-
mero 291 de 2010 Cámara, con su correspon-
diente exposición de motivos, por el honorable 
Representante, Juan Manuel Hernández.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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